
El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
RESPONSABILIDAD CIVIL EXTRACONTRACTUAL / RÉGIMEN DE CULPA PRESUNTA / APLICA CUANDO SE TRATA DEL EJERCICIO DE ACTIVIDADES PELIGROSAS / O DE COSAS INERTES QUE OFRECEN PELIGRO / RÉGIMEN DE CULPA PROBADA / APLICA POR EL HECHO DE LAS COSAS QUE NO OFRECEN PELIGRO / LA CARGA PROBATORIA INCUMBE A LA VÍCTIMA.
… es pertinente recordar que genéricamente, quien causa un daño a otro debe resarcirlo, según los términos del artículo 2341 del C. Civil, regulación que impone a quien ejercita la acción tendiente a que se le repare, la carga de probar los elementos que estructuran la responsabilidad civil, es decir, el hecho, la culpa, el daño y el nexo causal. 

Tal norma es apenas la fuente de la reparación; pero, como de vieja data lo ha señalado la jurisprudencia patria, no solo esa norma trata los asuntos derivados de la responsabilidad civil. En la dogmática jurídica se ha establecido que esta depende de si deriva de un delito o un cuasidelito por el hecho personal (art. 2341 y 2345), o bien del hecho ajeno (art. 2346, 2447, 2348, 2349 y 2352), e incluso, del hecho de las cosas animadas (art. 2353 y 2354) o inanimadas (art. 2350,2351, 2355 y 2356). (…)
… a diferencia de lo que exponen frente al régimen de la responsabilidad civil en el sistema francés autores como los hermanos Mazeaud, acerca de que allí se descarta, a la luz del artículo 1384 de su codificación civil, cualquier distinción entre cosas peligrosas y no peligrosas, en nuestro régimen impera la presunción de culpa cuando el daño proviene de una actividad peligrosa; contrario sensu, si la cosa misma no entraña esa característica, el régimen de responsabilidad es el general, esto es, el que gobierna el artículo 2341 señalado, en cuyo caso, la carga de la prueba, incluso del elemento subjetivo, incumbe a quien reclama la reparación, a menos que el legislador le haya dado un tratamiento especial, como ocurre con la responsabilidad por daños ocasionados por edificio en ruina…
… en este caso, cual lo analizó el juzgado de primer grado, la cuestión encaja en la primera de tales situaciones, esto es, que se trata de una responsabilidad que se le imputa a la sociedad demandada, en la que se le atribuye la intervención de una cosa inerte, pero que no reviste ninguna característica de peligro que releve a la víctima de la carga de la prueba de todos los elementos estructurales de aquella, incluida la culpa.
SALVAMENTO DE VOTO: DOCTORA CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

A mi juicio, han debido tasarse las agencias en derecho en el fallo porque así lo dispone el numeral 2º del artículo 392 del Código de Procedimiento Civil, modificado por el 19 de la ley 1395 de 2010, y liquidarse las costas en esta sede, de acuerdo con el numeral 1º del artículo 393 de la misma obra, aunque en la actualidad esté vigente el Código General del Proceso que ya no manda hacerlo así y con fundamento en las reglas sobre la aplicación de la ley procesal en el tiempo.

En efecto, como el recurso de apelación contra la providencia proferida en primera instancia se interpuso en vigencia del Código de Procedimiento Civil, es ese estatuto el que debe aplicarse durante todo el trámite de la alzada de acuerdo con el artículo 40 de la ley 153 de 1887, modificado por el 624 del Código General del Proceso…

… es que el trámite del recurso finaliza con la ejecutoria de la providencia que lo defina, pero si se impone condena en costas, lo será con la del auto que apruebe su liquidación, pues el numeral 1º del artículo 393 del Código de Procedimiento Civil, atrás citado, ordena liquidarlas al Tribunal o juzgado de la respectiva instancia o recurso, inmediatamente quede ejecutoriada la providencia que las imponga.

En conclusión, no podía aplicarse el Código General del Proceso en la propia sentencia que desató el recurso, pues el trámite de este no había terminado.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

         SALA DE DECISIÓN CIVIL-FAMILIA

Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo

Pereira, septiembre diecisiete de dos mil diecinueve
Expediente 05001-31-03-015-2006-00394-01
Acta No. 438 de septiembre 17 de 2019
En cumplimiento del Acuerdo PCSJA19-11327 del Consejo Superior de la Judicatura, procede la Sala a resolver el recurso de apelación interpuesto por la parte demandante contra la sentencia del 17 de agosto de 2012, proferida por el Juzgado Octavo Civil del Circuito de Descongestión de Medellín, en el proceso ordinario que adelanta Paulina Jaramillo de Salazar contra la sociedad Grandes Superficies de Colombia S.A. 
1.
ANTECEDENTES

1.1.
Hechos.

Narra la demanda que el 6 de marzo de 2005, en una de sus frecuentes visitas al almacén Carrefour Las Vegas de Medellín, la señora Paulina Jaramillo de Salazar sufrió una caída debido a la mala ubicación e inexistente señalización de unos tubos metálicos ubicados a la entrada del baño de mujeres en el costado sur del supermercado, lo que se erigió en una falla al deber de prudencia tendiente a evitar estos incidentes. 

La respuesta fue llevarla simplemente a la enfermería y remitirla a una entidad de salud, sin asumir la recuperación total, como era su responsabilidad.
Debido al incidente, ha padecido desgaste emocional y patrimonial significativo, lo que le ha impedido continuar con su vida normal en sociedad, en actividades económicas, con su familia y la ha llevado a depender de sus actividades cotidianas de esta última.

1.2.
Pretensiones.
Con fundamento en ese relato, pidió que se declarara a la sociedad Grandes Superficies de Colombia S.A. como responsable civil de los daños materiales (daño emergente) e inmateriales (daño moral) que se le causaron; en consecuencia, que se le condenara a pagar los perjuicios de allí derivados, debidamente actualizados y con intereses, más las costas del proceso. 
1.3.
Admisión y traslado. 
La demanda fue admitida 22 de febrero de 2007 (f. 119, c. 1). Enterada la demandada, se refirió a los hechos, se opuso a las pretensiones y planteó como excepciones las que nominó falta de interés jurídico para la existencia de la pretensión aducida, carencia de fuente jurídica determinante de la pretensión aducida, falta de nexo de causalidad entre los hechos relacionados por la demandante y las obligaciones de la sociedad demandante, e inexistencia de los hechos determinantes de la culpa de la parte demandada. Todas derivadas de la imprudencia de la misma demandante. (f. 145 a 148, c. 1).
Surtido el traslado de las excepciones y realizada la audiencia prevista en el artículo 101 del C.P:C., se decretaron y practicaron las pruebas; luego se permitió alegar de conclusión, oportunidad que ambas partes utilizaron para ratificar sus posiciones. 

1.4.
Sentencia de primera instancia y apelación. 
Fue proferida el 17 de agosto de 2012; en ella se desestimaron las pretensiones de la demandante y se le condenó en costas a favor de la demandada. 

     
En resumen, la providencia sostiene que, de los elementos axiológicos de la responsabilidad civil, faltó acreditar en este caso la culpa de la demandada, en tanto que la actora ha debido demostrar lo peligroso de la ubicación de los tubos al lado del baño de damas y la incidencia que ellos tuvieron en el accidente sufrido, lo que no ocurrió. 

Apeló la demandante, que aduce que la sentencia debe revocarse, por los argumentos que adelante se expondrán. 
        
La parte demandada replicó y solicitó que se confirme el fallo. 

2.
CONSIDERACIONES
  
2.1.
Los presupuestos procesales se cumplen a cabalidad en este caso y no se avista causal de nulidad que pueda derruir la actuación. Por ello, se decidirá de fondo. 
  
La competencia de esta Colegiatura, se recuerda, fue atribuida por el Consejo Superior de la Judicatura, en el acuerdo inicialmente citado, lo que habilita para desatar la alzada. 

  
2.2.
La legitimación de las partes, asunto que debe asumirse de oficio, tampoco se resiente, en cuanto se sabe que el suceso por el que Paulina Jaramillo de Salazar reclama la indemnización, ocurrió en un establecimiento de comercio de propiedad de Grandes Superficies de Colombia S.A., hechos ambos por fuera de debate. 

 
2.3.
El problema que debe abordar la Sala estriba en resolver si confirma la absolución dispuesta en primera instancia, o la revoca atendiendo las razones que aduce la recurrente.
  
Se recuerda que la decisión de primer grado viene sustentada en que en el caso presente faltó acreditar la culpa de la demandada, porque no se probó que los tubos que cubren los carritos de mercado ofrecieran riesgo alguno. 
  
Entre tanto, la demandante concentra su alegato en estas circunstancias: 

a) Se demostraron todos los elementos de la responsabilidad, incluida la culpa, porque la estructura metálica es peligrosa y fue la que ocasionó el accidente. Por tanto, el guardián del establecimiento, que es la demandada, debe responder por la seguridad de los clientes y los daños que se les causen. 

b) El registro fotográfico aportado fue posterior al accidente y lo novedoso de él es que hay un aviso de peligro que, para el momento del suceso, era inexistente.

c) El juzgado desestimó los testimonios por ser de oídas, pero no tuvo en cuenta que con ellos se acreditó, además del daño, la falta de seguridad en las instalaciones de la demandada, por la inadecuada ubicación y el peligro que generan los tubos que resguardan los carritos de mercado. 

  
2.4.
La lectura de la sustentación del recurso, acompañada de citas de doctrina y jurisprudencia, deja entrever que, para la parte demandante, el asunto encaja en una responsabilidad con culpa presunta, en la medida en que la sola ubicación de la estructura metálica para cubrir los carritos de mercado engendra peligro para los clientes del supermercado. 

  
Como ello es así, es pertinente recordar que genéricamente, quien causa un daño a otro debe resarcirlo, según los términos del artículo 2341 del C. Civil, regulación que impone a quien ejercita la acción tendiente a que se le repare, la carga de probar los elementos que estructuran la responsabilidad civil, es decir, el hecho, la culpa, el daño y el nexo causal. 
  
Tal norma es apenas la fuente de la reparación; pero, como de vieja data lo ha señalado la jurisprudencia patria, no solo esa norma trata los asuntos derivados de la responsabilidad civil. En la dogmática jurídica se ha establecido que esta depende de si deriva de un delito o un cuasidelito por el hecho personal (art. 2341 y 2345), o bien del hecho ajeno (art. 2346, 2447, 2348, 2349 y 2352), e incluso, del hecho de las cosas animadas (art. 2353 y 2354) o inanimadas (art. 2350,2351, 2355 y 2356).
  
A propósito, por ejemplo, de la instalación de una caseta para el recaudo de peaje en la mitad de una carretera, sin la suficiente iluminación y, por tanto, sin la debida precaución para evitar accidentes, hizo la Corte tal recuento en sentencia del 22 de febrero de 1995, expediente 4345, M.P. Carlos Esteban Jaramillo Schloss. Por lo relevante que resulta para este asunto, se recuerdan algunos apartes: 
… la Corte se ha referido en varias oportunidades a los sistemas de acuerdo con los cuales se gobierna en el país la responsabilidad civil extracontractual, señalando que ella para el efecto, se divide en tres grandes grupos: "El primero, constituido por los artículos 2341 y 2345 que contienen los principios "directores" de la responsabilidad delictual y cuasidelictual por el hecho personal; el segundo formado por los artículos 2346, 2347, 2348, 2349 y 2352 que regulan lo relativo a la misma responsabilidad por el hecho de personas que están bajo el cuidado o dependencia de otro, y el tercero, que comprende los artículos 2350, 2351, 2353, 2354, 2355 y 2356, se refiere a la responsabilidad por el hecho de las cosas animadas e inanimadas, y ofrece a su turno dos variantes... según que las cosas sean animadas o inanimadas, doctrinariamente denominadas responsabilidad por causa de los animales o por causa de las cosas inanimadas, que respectivamente tienen su fundamento legal en los artículos 2353 y 2354 para aquélla, y 2350, 2351, 2355 y 2356 para ésta..."(G.J. Tomo CLXXII, pág. 76). 

En sentencia de 12 de mayo de 1939 (G.J. tomo XLVIII, pág. 23), se sentaron por primera vez las bases de esta tan importante distinción y de ese fallo son los siguientes apartes: "(...) pero fuera de esta responsabilidad directa, hay otra que no por indirecta es menos eficaz, en virtud de la cual estamos obligados a responder del hecho dañoso de personas que están bajo nuestra dependencia, o de las cosas animadas o inanimadas cuya guarda o custodia nos compete. Esta ya es una responsabilidad de carácter excepcional, porque no proviene inmediatamente del acto personal del interesado, sino de presunciones de culpa que la ley establece contra el responsable. (...). Antecedente de la anterior doctrina, es el fallo de 14 de marzo de 1938, que no sólo señaló la distinción entre los artículos 2341 y 2356 del Código Civil, sino que concluyó que si por regla general la carga de la prueba en materia extracontractual corresponde al demandante, por excepción, como cuando se trata de la responsabilidad (...) por el daño de las cosas inanimadas que están bajo el cuidado de los hombres, la prueba se desplaza del demandante para recaer sobre el demandado por la presunción de culpa que establece la ley en varios textos como los artículos 2346 y 2356 del Código Civil..." y aludiendo a esta última norma y su razón de ser, agregó que "mal puede reputarse como repetición de aquél (el 2341), ni interpretarse en forma que sería absurda si a tanto equivaliese, contempla una situación distinta y la regula, naturalmente, como a esta diferencia corresponde. Así es de hallarse desde luego en vista de su redacción y así lo persuaden, a mayor abundamiento, los ejemplos que aduce o plantea para su mejor inteligencia, a manera de casos en que especialmente se debe reparar el daño a que esta disposición legal se refiere, que es todo el que "puede imputarse a malicia o negligencia de otra persona". Exige, pues, tan solo que el daño pueda imputarse" (sent. 2 de diciembre de 1943 -G.J. LVI pág. 320- igual sentido sent. 18 de noviembre de 1940. G.J. L, pág. 440, sents. 31 mayo 1938, junio 24 de 1942, 7 de julio de 1977).

Y precisando aún más los conceptos anteriores, esta Corporación en fallo del 18 de abril de 1939 (G.J. XLVIII pág. 165) dijo "El artículo 2347 del C.C., establece el principio de la responsabilidad por hechos, ajenos, y el artículo 2356 del mismo texto, sienta esta norma, bien se trate de responsabilidad directa o indirecta: "por regla general todo daño que puede imputarse a malicia o negligencia de otra persona, debe ser reparado por ésta". Los ejemplos que allí se mencionan son ilustrativos y se refieren a hechos en que el daño aparece en la cosa misma, por cierta peligrosidad que en ella se transparenta. La Corte ha sostenido la doctrina de que conforme a la disposición del artículo 2356 del C.C., existe una presunción de responsabilidad en contra del agente respectivo, en los casos de daños causados por ciertas actividades que implican peligros, inevitablemente anexos a ellas, responsabilidad por la cual no se exonera de la indemnización, sino en cuanto se demuestre caso fortuito, fuerza mayor o intervención de elementos extraños".

Siguiendo, pues, una larga tradición jurisprudencial cuyas directrices cardinales acaban de transcribirse, preciso es tener muy presente que ante situaciones semejantes a las descritas, donde por hipótesis el daño, sin ser efecto inmediato y directo de una culpa probada atribuible a determinado sujeto a título personal, lo es de la intervención causal de una actividad en la cual, por los peligros que en potencia le son inherentes, quien la lleva a cabo debe extremar en grado sumo las precauciones en la advertencia de tales riesgos y en los cuidados para evitarlos, el ordenamiento positivo en este ámbito puesto de manifiesto en el principio normativo que del texto del artículo 2356 del Código Civil se desprende, encuentra fundamento bastante para comprometer a ese empresario e imponerle la respectiva obligación de reparar, atendida la posibilidad con que contaba de controlar apropiadamente la actividad en cuestión y, por consiguiente, de custodiarla de modo indemne para los demás, obrando con la diligencia requerida a fin de suprimir la eventualidad de perjuicios como el que, a pesar de esa misión de guarda, vino a ocurrir con menoscabo injusto para la persona o los haberes de un tercero y que, por ende, atestigua de suyo la manera impropia o ineficiente como ese cometido se puso en práctica por el responsable. Dicho en otras palabras, si es postulado de valor axiomático el que el orden civil que liga a los seres humanos en sociedad, según lo señalara Domat en afortunada síntesis, no los obliga solamente a no perjudicar a nadie mediante sus propias acciones, sino también a actuar con todo lo que se posee de modo tal que nadie tampoco pueda resultar víctima de un daño que no esté obligado en derecho a soportar, forzoso es admitir que actividades que por su virtualidad especial para engendrar daños participan del género que, por vía de ilustrativos ejemplos, identifica el artículo 2356 del Código Civil, implican la existencia de una obligación legal de resultado consistente en vigilar esa actividad e impedir que ella, por su propio dinamismo o debido a circunstancias anormales que la rodearon en un momento dado, escape al control de quien de la aludida actividad se sirve o reporta beneficio, luego si en la realización de un daño se demuestra que tuvo influencia causal caracterizada un hecho de la índole de los que viene haciéndose mérito en estas consideraciones, en términos de ley ello es suficiente para tener por probada, por vía de una presunción que establece aquella disposición, la infracción de la obligación determinada de guarda recién aludida. La causalidad basta para tener por establecida la culpa en aquellos casos en que, atendidas la naturaleza propia de la actividad y las circunstancias precisas en que el hecho dañoso se realizó, la razón natural permite imputar este último a la incuria o imprudencia de la persona de quien se demanda la reparación, e inútil será por lo tanto que este último, guardián de la actividad y demandado en el proceso, intente establecer que observó la diligencia debida; su defensa, entonces, no puede plantearse con éxito en el terreno de la culpabilidad sino en el de la causalidad, rindiendo la prueba de la causa extraña del perjuicio, originada en el caso fortuito o en la fuerza mayor, en el hecho de la víctima o en el hecho de un tercero.

Visto queda que la norma tantas veces citada, después de hacer hincapié en la necesidad de la reparación cuando casos de esa naturaleza suceden, trae algunos ejemplos que el legislador de la época tuvo como significativos de las características especiales de la referida obligación de indemnizar, dándole así entrada legal a un singular mecanismo de atribución de dicha deuda, mecanismo éste que en último término y para los fines que aquí importa tener presentes, consiste en imputarle el resultado lesivo, en virtud del principio de control del peligro y atendidas las características de los riesgos específicos inherentes a determinado tipo de empresa o explotación, al patrimonio de quien, pudiendo dominar la fuente de la que esos peligros surgen, no extremó las prevenciones y cuidados que le eran exigibles para impedir aquel resultado. Dice, pues, el precepto en cuestión que son "especialmente" obligados a la reparación de cualquier clase de daño que pueda imputarse a malicia o negligencia: "1) El que dispara imprudentemente una arma de fuego; 2) El que remueve las losas de una acequia o cañería, o las descubre en calle o camino, sin las precauciones necesarias para que no caigan los que por allí transiten de día o de noche; 3) El que obligado a la construcción o reparación de un acueducto o fuente que atraviesa un camino, lo tiene en estado de causar daño a los que transitan por el camino", enumeración que como ya lo tiene definido esta Corte y lo recuerda con acierto la censura, no es taxativa aunque aporta elementos suficientes para establecer por analogía las situaciones que comprende la norma, tales como considerar la construcción o la utilización de cosas inertes en una calle o camino (G.J. Tomo LIX pág. 1120), como una conducta de suyo riesgosa para terceros desprevenidos a quienes no se les advierta en forma clara la situación de peligro así configurada, por lo que la ley presume la culpa de quien beneficiándose de la correspondiente actividad de la que dicha cosa es instrumento, tiene de hecho sobre ella un poder efectivo de vigilancia, gobierno y control, si dicha actividad resultó perjudicial; responsabilidad especial de la que, teniendo en cuenta sus alcances y las directrices básicas que en últimas la justifican, ha puntualizado así mismo la jurisprudencia, subrayando repetidamente el claro fundamento de equidad que la inspira dadas las dificultades que por lo común tiene la prueba positiva de la falta imputable al demandado frente a eventos dañosos del tipo de los que se dejan descritos, que sin abandonar el criterio de la responsabilidad subjetiva que campea en el título XXXIV del Libro Cuarto del Código Civil, descansa sobre una presunción estricta en contra de quienes ocasionaron tal tipo de daños, considerando que no es la víctima sino el demandado quien crea la inseguridad de los asociados, de tal suerte que a la primera le basta demostrar el perjuicio, la relación directa de causa a efecto entre este último y la actividad peligrosa desplegada, así como también la existencia de un deber concreto de guarda respecto de esta última que al empresario demandado le incumbía, mientras que la exoneración, valga repetirlo, no puede venir sino de la prueba concluyente de la causa extraña (G.J. Tomo CXLII, pág. 173), siempre en el entendido que en la aplicación exacta de este sistema de imputación de la obligación resarcitoria extracontractual, no tiene relevancia, al menos en principio, el que en la producción del daño cuya reparación se demanda, hayan intervenido cosas que no tienen por fin el movimiento en un lugar fijo -como las máquinas de una industria- o desplazándose -como sucede con los automotores en marcha-, toda vez que, tanto las cosas inertes como las que no lo son, pueden ser puestas circunstancialmente por el hombre en situación de riesgo inminente para terceros y, por lo mismo, ocasionarles perjuicios a pesar de hallarse en reposo, como si una edificación destinada al recaudo de tasas por peaje, es colocada en medio de la calzada en una carretera de intenso tránsito en parajes rurales y es atropellada por un vehículo, debido a la ausencia de las advertencias necesarias. (las negrillas son propias). 
  
No se trata, como lo ha aclarado la misma Corporación, de una responsabilidad meramente objetiva, sino que el título de imputación, culpa, se presume cuando hay de por medio el ejercicio de actividades peligrosas, por lo que el demandado solo puede liberarse acreditando una de las exonerantes aludidas (fuerza mayor, caso fortuito, el hecho de la víctima o el hecho de un tercero). Así lo recordó en la sentencia del 18 de diciembre de 2012, con ponencia del Magistrado Ariel Salazar Ramírez, en la que hizo alusión a una anterior, del 26 de agosto de 2010, además de aclarar que “… mal podría considerarse que la sentencia de 24 de agosto de 2009 introdujo un cambio en la línea jurisprudencial de esta Corte respecto de la presunción de culpa que subyace a la acción de responsabilidad civil por el ejercicio de actividades peligrosas…”. 
  
Más reciente es la sentencia SC4750-2018, del 31 de octubre de ese año, en la que, con ponencia de la Magistrada Margarita Cabello Blanco, expuso la Corte que: 

  
El Código Civil Colombiano, a diferencia de su modelo francés, no establece un sistema de responsabilidad civil por el hecho de las cosas que de modo general pueda ser aplicado cuando con ellas se causa un perjuicio. Algunos han creído ver, y la Corte en efecto en pretéritas ocasiones así lo aplicó, una responsabilidad objetiva -pero tan sólo circunscrita a la propiedad- con base en la definición que del derecho de dominio trae ese estatuto, en su artículo 669, al establecer que es  “el derecho real en una cosa corporal, para gozar y disponer de ella, no siendo contra ley o contra derecho ajeno”. De modo que si al ejercer los poderes inherentes al dominio su titular transgrede la ley o viola un derecho ajeno, compromete su responsabilidad en la medida en que con ese uso haya causado un daño. Y también en forma casuística regula la responsabilidad extracontractual en otros apartes, como el que se aprecia en los artículos 2353 y 2354, referidos a los daños imputados a su guardián y causados por animales y aquellos que se causan a un tercero por ruina de los edificios y por las cosas que se caen o arrojan de la parte alta de ellos (artículo 2355). 
  
Con todo, el artículo 2356 en el que, como es sabido, la jurisprudencia decantó un sistema de responsabilidad a partir de la noción de actividad peligrosa, contempla ejemplos en donde, al decir de la norma, puede imputarse  malicia o negligencia a la persona que las lleva a cabo: el que dispara imprudentemente un arma de fuego, remueve las losas de una acequia o cañería sin precauciones para que no caigan terceros o el obligado a la construcción o reparación de un acueducto que lo tiene en estado de causar daño a los que transitan por el camino que lo atraviesa.
Es destacable entonces que en este tipo de responsabilidad civil extracontractual, que el sistema colombiano ha denominado por actividades peligrosas, el débito pueda generarse a partir del uso de cosas no obstante que el énfasis recaiga en la actividad y su connotación riesgosa. Y de allí que desde bien temprano la Corte haya tomado de la jurisprudencia francesa la noción del guardián de la cosa (peligrosa), luego extendida a la actividad. Por supuesto que esa cosa o actividad deben tener parte activa en la causación del perjuicio, presupuesto que, por otra parte, no es una noción moderna pues desde el derecho romano ya se contemplaba.
Así, en Roma se reguló el delito en que incurría el habitador de la parte alta del edificio desde donde cayó un sólido o líquido con daño a las cosas o a las personas, previsión normativa que se encuentra en la mayoría de los códigos civiles, incluido el nuestro según se anticipó (art. 2355). Asimismo, consagró la responsabilidad objetiva por daños causados por animales domésticos (actio pauperie). El dueño se hacía responsable, por el simple hecho de ser dueño sin más consideraciones. Y como estaba prohibido tener animales bravíos sueltos  o guardados en lugares de tránsito público, quien contraviniera tal preceptiva quedaba sujeto a la responsabilidad, que era objetiva.
En esos casos, de todos modos, tanto los del derecho romano como los contemplados en el código civil, subyace la custodia que sobre las cosas animadas o inanimadas ha de ejercer su dueño o tenedor efectivo, que los romanos llamaban poseedor natural, obligación que entonces se entiende incumplida, cuando de responsabilidad objetiva se trata, por el simple hecho del daño ocasionado con esa cosa cuya guarda, custodia y control es requerida. O se establece y rige la presunción de culpa, a veces irrefragable, en quien recae la obligación de custodia, distinciones todas que, en materia de actividad peligrosa, ha merecido de parte de la Corte y la doctrina, sesudos estudios tendientes a establecer sus diferencias a partir de si la culpa forma parte del debate probatorio pero que, a fin de cuentas, desde el punto de vista práctico es sabido que pierde toda su importancia, pues es la ruptura del nexo causal con la intervención de un elemento extraño (fuerza mayor, hecho exclusivo de la víctima o exclusivo de un tercero) lo que entra a enervar la responsabilidad del demandado, a la sazón guardián de la actividad peligrosa.
En el código civil francés, la historia registra la evolución de la interpretación que, de la mano de la doctrina, la jurisprudencia comenzó a perfilar sobre el precepto 1384 (en particular su segundo inciso que establece: “la persona será responsable no solamente del daño que cause por su propia actuación, sino también por el que causara por la actuación de personas de la que debe responder, o de cosas que permanezcan bajo su guarda”), en donde descuella el célebre asunto Jand’heur en el que en 1930 la corte gala halló una presunción de responsabilidad  por el hecho de que la cosa estuviese o debiese estar sometida a una guarda en razón de los peligros que ella puede hacer correr a otro, faro que guió quizás la elaboración pretoriana de la responsabilidad por las actividades peligrosas en el derecho colombiano.
De modo que a más de acreditar en el proceso el daño cierto,  el factor de imputación (culpa, riesgo, etc. salvo que la ley lo presuma) y el nexo causal entre el daño y la conducta del agente, en esta responsabilidad por el hecho de las cosas deben estar también corroborados otros elementos: la relación del sujeto pretensamente responsable con la cosa de forma que se le pueda endilgar la calidad de guardián, y la actividad misma de esa cosa como causante directa o indirecta del perjuicio, actividad que si es peligrosa allana el camino para la aplicación del artículo 2356 de acuerdo con su decantada interpretación. 
En el fondo, al que tiene el poder de control se le carga y exige el cumplimiento de la obligación de custodia y guarda de la cosa con la cual se causa el perjuicio. Esa guardianía en principio recae en el propietario pero puede desvirtuarla éste si demuestra que transfirió ese poder sobre la cosa a otra persona o si esta le fue arrebatada, porque lo que en últimas está en juego es, más que la guarda jurídica, una especie de obligación de quien material o intelectualmente manipula y se vale de una cosa, que ella no cause perjuicios a terceros. Más, preciso es establecer que todo cuanto viene dicho, referido a las cosas peligrosas, la Corte lo ha venido aplicando con propiedad y a tono con el artículo 2356, a la actividad que con cosas o sin ellas son riesgosas; y así, el guardián de esta se hace responsable de los daños en los términos de tal precepto. (las negrillas están al margen). 
  




Estas transcripciones sirven al propósito de ver que, a diferencia de lo que exponen frente al régimen de la responsabilidad civil en el sistema francés autores como los hermanos Mazeaud
, acerca de que allí se descarta, a la luz del artículo 1384 de su codificación civil, cualquier distinción entre cosas peligrosas y no peligrosas, en nuestro régimen impera la presunción de culpa cuando el daño proviene de una actividad peligrosa; contrario sensu, si la cosa misma no entraña esa característica, el régimen de responsabilidad es el general, esto es, el que gobierna el artículo 2341 señalado, en cuyo caso, la carga de la prueba, incluso del elemento subjetivo, incumbe a quien reclama la reparación, a menos que el legislador le haya dado un tratamiento especial, como ocurre con la responsabilidad por daños ocasionados por edificio en ruina (art. 2350 C. Civil), o por el daño causado por una ruina de edificio con vicios de construcción (art. 2351), o por el daño causado por cosas que caen o se arrojan de edificios (art. 2355), eventos en los cuales, las mismas normas entrañan una presunción contra el dueño, el constructor o quienes habiten la parte del edificio, en los que no encaja el presente asunto.  

  




Justamente, para arribar a su tesis, los Mazeaud
 describen que una cosa peligrosa, en lenguaje corriente, es “la que amenaza gravemente con causar algún perjuicio, la que hace correr muchos peligros a los demás”; ejemplos de ello, para nuestro entorno, son los que se acaban de citar, más las actividades que, por vía de mera enunciación hace el artículo 2356, a cuyo listado se han sumado muchas otras, por vía jurisprudencial, como se recuerda en la reciente sentencia SC665 -2019, del 7 de marzo del presente año, con ponencia del Magistrado Octavio Augusto Tejeiro Duque, en la que expresó que: 
… el artículo 2356 del Código Civil, dispone que «[p]or regla general todo daño que pueda imputarse a malicia o negligencia de otra persona, debe ser reparado por ésta», norma a partir de la cual se ha edificado el régimen de responsabilidad por el ejercicio de actividades peligrosas con culpa presunta, ampliamente desarrollado por la Corte en su Jurisprudencia, a partir de la emblemática SC de 14 mar. 1938, reiterada en SC 31 may. 1938 y en CSJ SNG 17 jun. 1938.

Sobre estos precedentes, en SC9788-2015, memoró la Corte, 

Ya en CSJ SNG 17 jun. 1938, GJ t. XLVI, pág. 688 al citar la anterior, dijo la Corte que «se trata en la sentencia de mayo (…) de una culpa presunta para los casos de riesgo creado, o sea cuando el daño se produce por alguno de los elementos que en la civilización acarrean peligrosidad» y que del artículo 2356 se hace emanar «una presunción legal mixta, ya que se dice que no puede desvanecerse por cualquier medio en contrario, sino por determinados hechos» y en CSJ SNG 18 abr. 1939, GJ t. XLVIII pág. 165 dejó claro que «[e]l artículo 2347 del C.C., establece el principio de la responsabilidad por hechos ajenos y el artículo 2356 del mismo texto, sienta esta norma, bien se trate de responsabilidad directa o indirecta», donde «los ejemplos que allí se mencionan son ilustrativos y se refieren a hechos en que el daño aparece en la cosa misma, por cierta peligrosidad que en ella se transparenta», acotando que con base en ello «existe una presunción de responsabilidad en contra del agente respectivo, en los casos de daños causados por ciertas actividades que implican peligros, inevitablemente anexos a ellas».

Posición que se ha mantenido constante y es así como en SC 27 feb. 2009, rad. 2001-00013-01, se dijo que

(…) la responsabilidad civil es uno de los campos del derecho privado en el que más se ha advertido la necesaria adaptación del Derecho a las realidades de los tiempos, lo cual ha obedecido, en buena medida, a los efectos que en materia de daños han producido nuevas problemáticas sociales derivadas, particularmente, de los avances científicos y tecnológicos que, por una parte, han provocado el surgimiento, en lo que aquí interesa, de distintas actividades que califican como peligrosas o, dicho de otra forma, conllevan una mayor exposición o riesgo para los asociados, entre las cuales, aunque sólo a título ilustrativo, pueden citarse los medios de transporte que con la utilización de diversas formas de energía superan velocidades antes no alcanzadas, la construcción de estructuras con diversa finalidad de magnitudes cada vez mayores, la instalación de plantas nucleares, o el establecimiento de centrales eléctricas que se sirven de fuerzas naturales, como las del agua, el calor o el viento, y, por otra parte, han conducido a la revisión de los criterios tradicionales de prevención y de evitación de daños, con el propósito de determinar con la mayor precisión posible hasta dónde ha de responder el sujeto cuyo comportamiento antijurídico se examina, y a partir de qué parámetro se puede considerar que el daño ha sido el producto de una causa extraña a él.

  



Listado al que se agregan, entre otras, “las actividades que tienen que ver la producción, distribución y almacenamiento de gases metano y propano, gas en forma líquida y gas para uso doméstico…, lo mismo que la manipulación de materiales inflamables y susceptibles de explosión, por el riesgo inherente a la naturaleza misma de las sustancias y la potencialidad para dañar que se les reconoce con independencia de las precauciones que se adopten en el desarrollo del proceso de producción y consumo…”, como se consignó en la sentencia del 25 de octubre de 1999, proferida en el expediente 5012, con ponencia del Magistrado José Fernando Ramírez Gómez. 

  




2.5.
Trasuntando todo, lo que salta a la vista es que en el régimen colombiano, la responsabilidad por el hecho de las cosas presenta varias aristas: (i) la de aquellas que no ofrecen peligro alguno, caso en el cual el régimen será el de la culpa probada, que le incumbe a la víctima; (ii) la de las cosas inertes que ofrecen peligro y que, por tanto exigen del guardián el celo debido para evitar contingencias que generen daño (como en el caso del peaje, en la mitad de la vía, sin iluminación ni señales de precaución), evento en el cual el régimen es de culpa presunta; (iii) la de las situaciones especiales, previstas en los artículos 2350 y 2351 del C. Civil, esto es, derivadas de los daños ocasionados por un edificio en ruina o de los vicios en la construcción (también considerada una actividad peligrosa), que engendran una presunción de culpa; (iv) la que proviene de los daños ocasionados por animales, que también se edifican en la culpa presunta, aunque en el demandado pueda exonerarse acreditando su diligencia y cuidado; y, (v) por supuesto, la que deriva del ejercicio de actividades peligrosas, en los términos del artículo 2356 del estatuto civil, que, ya está dicho, releva a la víctima de la carga de la prueba del elemento subjetivo (culpa). 

    
2.6.
Sin mucho elucubrar, fácilmente se llega a la conclusión de que en este caso, cual lo analizó el juzgado de primer grado, la cuestión encaja en la primera de tales situaciones, esto es, que se trata de una responsabilidad que se le imputa a la sociedad demandada, en la que se le atribuye la intervención de una cosa inerte, pero que no reviste ninguna característica de peligro que releve a la víctima de la carga de la prueba de todos los elementos estructurales de aquella, incluida la culpa.  

  
No se trataba, simplemente, de afirmar que la infraestructura metálica contra la que chocó la demandante ofrecía peligro; era necesario demostrar esa circunstancia y tal cometido se incumplió. 
  
Ciertamente, aunque en la sustentación del recurso se aduce que el registro fotográfico que se aportó fue tomado con posterioridad al accidente, lo cierto es que ninguna prueba enseña que la ubicación de la estructura metálica, que es de la que se duele la impugnante, se hallara instalada en un lugar diferente al que esas fotos enseñan (f. 138 y 139, c. 1); por lo demás, es evidente que ese armazón es perceptible con facilidad, está ubicado incluso un poco más adentro de la pared que conduce hacia los baños, el lugar se muestra amplio, despejado, iluminado y, para rematar, tiene las señales de precaución respectivas. No se trata, pues, como en el caso del peaje, de una cosa puesta al desgaire, en la mitad del pasillo del centro comercial, sin un anclaje suficiente, ni falta de iluminación o de recados de advertencia.
  
Dicho esto, se puede dar respuesta a las críticas que blande la demandante contra el fallo, porque, de un lado, quedó sin acreditar la culpa que se le imputa a la demandada; del otro, fue discernido que la estructura metálica, por sí misma, ningún peligro engendraba, por tanto, el guardián de la cosa no estaba llamado a responder por la caída de la demandante en tanto faltara demostrarle aquel elemento subjetivo, porque el régimen es de culpa probada. Y sobre el registro fotográfico, ya se dijo que muestra la verdadera ubicación de la estructura y que ella carece del riesgo que se le enrostra. 

  
Solo quedaría por aludir a los testimonios, pero en ello también acertó el juez, en la medida en que los deponentes Olga Elena del Socorro Betancourt Maya (f. 6, c. 3) y José Antonio Cadena (f. 9, c. 3), nada dijeron del accidente mismo; sus interrogatorios versaron sobre las secuelas posteriores. Y de la forma en que ocurrió el suceso, se llamó a declarar a Martha Gaviria de Gutiérrez (f. 5 a, c. 3), pero ella afirmó que no estuvo en el lugar ese día y se enteró porque fue a visitar a la demandante a su casa; agregó que conoce el establecimiento Carrefour Las Vegas, describió su entrada y la ubicación del “travesaño” que separa los carritos de mercado, que es donde supone que  aquella se cayó, que estaba adherido al piso; agregó que ella no vio avisos de precaución. 
  
Es claro que esta deponente es de oídas y lo que declara es por una mera suposición; en todo caso, de sus dichos no emerge, en modo alguno, que el travesaño al que aludió generara algún peligro para ella o para cualquier otro visitante; y que si acaso no advirtió la presencia de una aviso de precaución en sus visitas al establecimiento, tampoco ello traduce que fuera inexistente. 

  
Así que, aun valorando su versión como pretende la recurrente, las cosas seguirían igual, porque de allí no surge la culpa que se le endilga a la demandada. 

 
2.7.
En consecuencia, la providencia que se revisa es coherente con las pruebas recaudadas y, por ende, se confirmará. 

 
  


Las costas de segunda instancia serán a cargo de la parte demandante y a favor de la demandada. Las mismas se liquidarán en la forma prevista en el artículo 366 del nuevo estatuto procesal civil, esto es, de manera concentrada, ante el juez de primer grado, por cuanto debe entenderse que a partir de esta decisión, en los términos del artículo 625 del CGP, este proceso hará tránsito a la nueva regulación procesal. 

  



Para tal fin, se fijarán en auto separado las agencias en derecho que correspondan. 


3.
DECISIÓN.

 En armonía con lo dicho, la Sala de Decisión Civil-Familia del Tribunal Superior de Pereira, acatando el Acuerdo PCSJA19-11327 del Consejo Superior de la Judicatura, CONFIRMA la sentencia proferida por el Juzgado Octavo Civil del Circuito de Descongestión de Medellín, en el proceso ordinario que adelanta Paulina Jaramillo de Salazar contra la sociedad Grandes Superficies de Colombia S.A. 
Las costas de segunda instancia serán a cargo de la demandada y a favor de la demandante. Se liquidarán en primera sede, teniendo en cuenta las agencias en derecho que en auto separado se señalen. 

Notifíquese,

Los Magistrados, 

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS
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SALVAMENTO  PARCIAL DE VOTO

Con todo el respeto que merecen mis demás compañeros de Sala, a continuación expongo la razón por la que me aparté parcialmente de la decisión que por mayoría se aprobó, en la sentencia proferida en la fecha, en el proceso de la referencia, concretamente la que se relaciona con lo relativo a la condena en costas que en ella se impuso.

A mi juicio, han debido tasarse las agencias en derecho en el fallo porque así lo dispone el numeral 2º del artículo 392 del Código de Procedimiento Civil, modificado por el 19 de la ley 1395 de 2010, y liquidarse las costas en esta sede, de acuerdo con el numeral 1º del artículo 393 de la misma obra, aunque en la actualidad esté vigente el Código General del Proceso que ya no manda hacerlo así y con fundamento en las reglas sobre la aplicación de la ley procesal en el tiempo.

En efecto, como el recurso de apelación contra la providencia proferida en primera instancia se interpuso en vigencia del Código de Procedimiento Civil, es ese estatuto el que debe aplicarse durante todo el trámite de la alzada de acuerdo con el artículo 40 de la ley 153 de 1887, modificado por el 624 del Código General del Proceso, que dice: 

“Las leyes concernientes a la sustanciación y ritualidad de los juicios prevalecen sobre las anteriores desde el momento en que deben empezar a regir. 

Sin embargo, los recursos interpuestos, la práctica de pruebas decretadas, las audiencias convocadas, las diligencias iniciadas, los términos que hubieren comenzado a correr, los incidentes en curso y las notificaciones que se estén surtiendo, se regirán por las leyes vigentes cuando se interpusieron los recursos, se decretaron las pruebas, se iniciaron las audiencias o diligencias, empezaron a correr los términos, se promovieron los incidentes o comenzaron a surtirse las notificaciones. 

La competencia para tramitar el proceso se regirá por la legislación vigente en el momento de formulación de la demanda con que se promueva, salvo que la ley elimine dicha autoridad”. 

De acuerdo con esa disposición, las normas procesales son de aplicación inmediata, aun respecto de los procesos pendientes, pero esa regla general admite algunas excepciones, concretamente aquellas que enlista en el inciso 2º, dentro de las cuales se incluye, para hacer referencia al caso concreto, la de los recursos interpuestos, que se rigen por la ley vigente para la fecha en que se propusieron.

Esa excepción ordena entonces aplicar la ultractividad de la ley antigua respecto de los recursos interpuestos bajo su imperio. En esas condiciones, como el de apelación que formuló la parte demandante lo fue en vigencia del Código de Procedimiento Civil y no se había desatado cuando entró a regir el Código General del Proceso, su trámite ha de terminar regulado por el primero, lo que permite obtener un orden procesal.

Y es que el trámite del recurso finaliza con la ejecutoria de la providencia que lo defina, pero si se impone condena en costas, lo será con la del auto que apruebe su liquidación, pues el numeral 1º del artículo 393 del Código de Procedimiento Civil, atrás citado, ordena liquidarlas al Tribunal o juzgado de la respectiva instancia o recurso, inmediatamente quede ejecutoriada la providencia que las imponga.

En conclusión, no podía aplicarse el Código General del Proceso en la propia sentencia que desató el recurso, pues el trámite de este no había terminado.

En relación con ese tránsito legislativo, dijo la Corte Suprema de Justicia:

“1.- Cuestión de primer orden es precisar el referente adjetivo al que se acudirá, en lo que fuere pertinente, habida cuenta que mientras que este litigio comenzó con el Código de Procedimiento Civil (julio de 2014), en la fase del recurso extraordinario cobró vigencia integral el General del Proceso, producto de la expedición por el Consejo Superior de la Judicatura del Acuerdo No. PSAA15-10392 de 1° de octubre de 2015, que en su artículo 1° dispone: “El Código General del Proceso entrará en vigencia en todos los distritos judiciales del país el día 1º de enero del año 2016, íntegramente”. 

La sucesión temporal o tránsito legislativo luego de la iniciación de un juicio apareja interrogantes complejos y, por lo mismo, en ocasiones, de difícil solución. En el campo teórico, esa problemática puede resolverse de tres formas: (i) aplicando la ley anterior hasta la definición del pleito; (ii) incorporando la nueva a todos los actos posteriores a su vigencia; o (iii) empleando para unas actuaciones la novel normativa y para otras la que le precedió. 

La Ley 1564 de 2012 sigue, en los artículos 624 y 625, que son los que tratan puntualmente el asunto, un sistema mixto. 

En efecto, el primer canon, modificatorio del artículo 40 de la ley 153 de 1887, trae una regla general sobre la aplicación inmediata de la ley procesal, con ciertas salvedades relativas a la ultractividad, taxativamente señaladas a saber: “los recursos interpuestos, la práctica de pruebas decretadas, las audiencias convocadas, las diligencias iniciadas, los términos que hubieren comenzado a correr, los incidentes en curso y las notificaciones que se estén surtiendo, se regirán por las leyes vigentes cuando se interpusieron los recursos, se decretaron las pruebas, se iniciaron las audiencias o diligencias, empezaron a correr los términos, se promovieron los incidentes o comenzaron a surtirse las notificaciones”. 

El segundo, apartándose del postulado general, ofrece unas orientaciones específicas destinadas a preservar la vigencia temporal y excepcional de la norma derogada, no en todos los procesos, sino en los ordinarios, abreviados, verbales y ejecutivos, y sólo hasta determinadas etapas. Y, también aquí, el legislador se cuidó de repetir las salvedades del 624 en lo concerniente a recursos interpuestos, pruebas decretadas, audiencias convocadas, diligencias iniciadas, términos que estén corriendo, incidentes en curso y notificaciones que se estén surtiendo. 

En ese orden de ideas, el funcionario judicial frente a un caso de sucesión o tránsito de legislación, debe preguntarse, en primer término, la clase de proceso que se está tramitando, luego la etapa que se está surtiendo y después cotejarla o compararla con las pautas del 625 id. 

Acá, por ejemplo, se trata de un juicio ordinario que cuenta con fallos de primera y segunda instancia, de manera que ese precepto indica en el numeral 1, literal c), que “proferida la sentencia, el proceso se tramitará conforme a la nueva legislación”. Sería, entonces, el Código General del Proceso el llamado a gobernar las actuaciones postreras al veredicto, lo que finalmente no ocurre, en atención a que la excepción legislativa, inserta en ese canon y en el 624, determina que cuando se ha interpuesto un recurso (no se precisa cual, luego ello cobija ordinarios y extraordinarios), la preceptiva aplicable será la del tiempo de su formulación, que aquí es el C. de P. C., atendiendo que la impugnación extraordinaria se planteó el 8 de junio de 2012. 

Consecuencia necesaria y natural de la precitada inferencia, es la de que al transitar esta casación por el camino del Código de Procedimiento Civil, todo lo que se derive de su discurrir y resolución, incluso la expedición de copias o certificaciones, el reconocimientos de personería, la condena en costas y su tasación, el decreto y práctica de pruebas (si ello se ordena previa sentencia sustitutiva), cumple rituarlo con esa codificación. 

Lo contrario implicaría mezclar en un mismo escenario y con alternancia, dos codificaciones procesales, lo que atentaría con el mínimo de seguridad o certeza jurídica que debe acompañar la sustanciación de los litigios. Para los usuarios del sistema de administración de justicia, que buscan la tutela efectiva de sus derechos, debe ofrecerse una hermenéutica que les provea certidumbre sobre las normas que regulan el conflicto jurídico respecto del cual se solicita la decisión...”
 
Y no es ese un criterio aislado. Lo mismo dijo en sentencia del 26 de octubre de 2016: “Resulta pertinente precisar, que de acuerdo con el artículo 624 del Código General del Proceso, modificatorio del precepto 40 de la Ley 153 de 1887, para resolver el recurso se tomarán en cuenta las disposiciones del Código de Procedimiento Civil, al hallarse este vigente para cuando comenzó su trámite…”
 En esa providencia también fijó las agencias en derecho y ordenó liquidar las costas con sujeción al artículo 393 del Código de Procedimiento Civil. En la misma forma procedió el 11 de noviembre del año citado
, el 18 de abril de 2017
, el 13 de diciembre de este último año
, el 6
, el 13
, y el 23 de agosto de este año
.

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS
Magistrada
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